Nº de orden                                      Expte: 26529

Libro I 62                                          autos :” Taboada Claudio Horacio c/ Pro-

                                                          vincia de Bs.As. s/ daños y perjuicios”

Juz Civ. 5


En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los  tres    días del mes de  noviembre  de dos mil nueve, se reúnen en Acuerdo ordinario los Sres. Jueces de la Sala Segunda de la Exma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes de la Provincia de Buenos Aires, doctores TOMAS MARTIN ETCHEGARAY y LUIS MARIA NOLFI por excusación del Dr. Luis Tomás Marchió con presencia de la Secretaria actuante, para resolver  en el expte: 26529 “Taboada Claudio Horacio c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios”        

                      La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y 266 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.



  PRIMERA:   ¿ Es justa la  resolución dictada a fs. 384/385 en cuanto es materia de apelación y agravios?

                                 SEGUNDA:  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?




   Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: doctores Luis María Nolfi  y  Tomás Martín Etchegaray.




   Luego de sucesivos trámites,  tras el sorteo, quedó el expediente en condiciones de ser votado.



             A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA:  El Dr. Luis  María Nolfi, dijo:
                         Estimo pertinente antes de entrar al tratamiento de la cuestión, efectuar un resumen de lo hasta aquí ocurrido, pues ello será invalorable a los fines de resolver la cuestión que llega a nuestro conocimiento.
En las presentes actuaciones, al expresar agravios contra la sentencia de primera instancia que condenó a la emplazada a abonar una indemnización en beneficio de la actora, sin haberse solicitado ni consecuentemente  debatido en esa instancia la aplicación de la ley de consolidación provincial 12.836 (v. fs. 278/287), impugnó la primera tal pronunciamiento y solicitó se declare su "aplicabilidad" al caso justificando tal requerimiento en que esa parte lo había propuesto como capítulo el 20 de febrero  de 2002 (v. fs. 303 vta. punto III), petición que fue replicada por la parte actora (v. fs. 312 vta/313, punto III).-

Esta Sala II de la Cámara se pronunció desestimando la aplicación al sub lite de la cuestionada normativa (v. fs. 325/326 punto X), apreciándose que la ley 12.836 se encontraba vigente tanto a la fecha del pronunciamiento de primer grado.-

Contra la decisión de esta Alzada se articuló la solicitud de aplicación de la normativa de emergencia que fue desestimada por razones estrictamente preclusivas (cfr. capítulo X de la sentencia de Cámara, fs. 318/327, interponiendo contra ese pronunciamiento recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y doctrina legal  la demandada a fs. 331/333 guardando silencio sobre esa cuestión decidida y ahora nuevamente debatida, y luego desistiéndolo (v. fs.365).-

Ahora bien, ya en la etapa de cumplimiento de la sentencia firme, la parte actora practica liquidación conforme a sus pautas (fs. 373 y vta.), la que es impugnada por la emplazada a fs. 377/380 exhumando el planteo de que la deuda derivada de la condena firme se encuentra alcanzada por el régimen de consolidación instituido por la ley 12.836 y sus modificatorias –13.436 y 13.929-. pedido que es rechazado por el magistrado anterior (v. fs. 384/385) con el argumento central de que toda sentencia consentida o ejecutoriada deviene inmutable e inimpugnable y que la decisión de primera instancia . en lo que aquí y ahora interesa “ fue mantenida por la Alzada por lo que mal podría resolverse nuevamente al respecto sin afectar la cosa juzgada” (sic) (art. 17 de la Constitución Nacional, entre otras citas normativas)).-

La demandada apela tal decisión y predica que es temporáneo el planteo ceñido a sostener la vigencia de la ley de consolidación, que se viola la doctrina legal de la Suprema Corte cuando se invoca la inmutabilidad de la cosa juzgada por tratarse de una normativa de orden público, y que se transgreden asimismo los artículos 8 y 22 de la ley tratada ( v. fs. 389/392 vta.).- 

De allí que, al amparo de la línea de pensamiento aludida por el presentenciante en el párrafo anterior, cabría concluir que ‑en la interpretación más favorable a la accionada‑ fue el escrito de interposición del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley de  fs. 331/333 vta. luego desistido (fs. 365/366) el que determinaba la oportunidad procesal propicia para formular una impugnación idónea, desde que, al momento del cuestionamiento había mediado un pronunciamiento expreso sobre la cuestión (cfr. X de la sentencia de Cámara, fs. 318/327).-.

En síntesis, lo definitorio en el caso es que al tiempo de poner en crisis el pronunciamiento de la Sala II de esta Cámara denegatorio del planteo de aplicación del régimen de consolidación, la parte demandada no introdujo el reproche sobre la aplicabilidad de la ley 12.836 en el recurso extraordinario, que aunque desistido, importaba en ese contexto una exigencia insoslayable como temporáneo pedimento por la parte, omisión que lo agudiza hasta la preclusión “máxima”, tornándolo inadmisible;  . Pues porque en definitiva lo atinente a la aplicación de la ley 12.836 y sus modificatorias fue objeto de debate y decisión en la etapa de apelación y no fue puesto en crisis en la instancia extraordinaria, que aunque fue una vía desistida, todo indicaba que la Suprema Corte de la Provincia podía hacer igualmente extensivo en la especie el principio de preclusión procesal como fenómeno convalidante de lo actuado.-

La cosa juzgada como expresión última de la jurisdicción deriva de la certeza de que el interesado ha tomado efectiva noticia de la decisión y de todas sus implicancias; cuyo efecto propio es el de impedir nuevos planteos sobre cuestiones ya decididas en forma expresa o implícita ("Fallos" 305:774; 320:1670).. Lo expresado también revela que convengo con Morello y Stiglitz en la suficiencia de la sistemática del principio de preclusión, hace innecesario recurrir a la doctrina de los actos propios para tan menudas dificultades rituales” (L.L. “Manuales de Jurisprudencia- Doctrina de los actos propios” pág. XXIX). 

Por lo tanto, no cabe sino reconocer razón a la actora y mantener la decisión apelada, con costas de Alzada a la demandada apelante (doctr,. art 68 del rito).-

                    Con el alcance que antecede a ésta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA
          A la misma PRIMERA CUESTION, dijo el Dr. Etchegaray. Por los mismos argumentos vota por la AFIRMAIVA.-

         A la SEGUNDA CUESTION planteada el Dr.Luis  María Nolfi  dijo:

En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1º) Confirmar la  resolución de fs. 384/385 en cuanto ha sido materia de recurso y agravios
4º)  Imponer las costas de ésta instancia a la apelante perdidosa ( art. 68 y concs. del C.P.C.C)
                 Con el alcance que antecede a ésta SEGUNDA CUESTION planteada VOTO POR LA AFIRMATIVA..-

               A ésta misma cuestión, el Dr. Tomás Martín Etchegaray, por idénticas razones vota por la AFIRMATIVA-





SENTENCIA


Mercedes, 
tres

de 
noviembre

 de 2009

Y VISTOS:

                              CONSIDERANDO

           En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1º) Confirmar la  resolución de fs. 384/385 en cuanto ha sido materia de recurso y agravios

4º)  Imponer las costas de ésta instancia a la apelante perdidosa ( art. 68 y concs. del C.P.C.C)
 REGISTRESE.-NOTIFIQUESE.-DEVUELVASE.-

Fdo. Luis Maria Nolfi. Tomas Martin Etchegaray. Ante: María Margarita Bassi. secretaria
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